
Guatemala, 26 de enero de 2021

PRINCIPIOS PARA LA ELECCIÓN DE LA CORTE DE 
CONSTITUCIONALIDAD

Recientemente inició el proceso para elegir a 
los próximos magistrados y magistradas de la 
Corte de Constitucionalidad (CC) y existe mucha 
expectativa a nival nacional e internacional sobre 
este proceso por la relevancia que ha tomado la 
CC en los últimos años para proteger el Estado 
de Derecho, la lucha contra la corrupción y el 
respeto a los derechos humanos. En este artículo 
analizamos las competencias y composición de la 
CC, el procedimiento para elegir a los próximos 
magistrados y magistradas, y los estándares 
internacionales que se deberían aplicar para 
garantizar una elección objetiva, pública y 
transparente.

Competencias de la CC

La CC se creó a partir de la Constitución de 
1985 con el propósito de defender el orden 
constitucional y garantizar el respeto a los 
derechos humanos tras las graves violaciones a 
los derechos humanos que se cometieron durante 
las dictaduras militares en los años setenta y 
ochenta.  Se creo siguiendo el modelo de control 
constitucional del jurista austriaco Hans Kelsen.

Se creo como un tribunal colegiado e 
independiente de los demás organismos del 

Estado para defender el orden constitucional y 
entre sus principales competencias destacan:
  
•	 Conocer de las acciones de 

inconstitucionalidad que cuestionan las 
leyes o disposiciones de carácter general 
y que violan el ordenamiento jurídico.

•	 Conocer en única instancia las acciones 
de amparo contra el Presidente y 
Vicepresidente de la República, el 
Congreso y la Corte Suprema de Justicia.

•	 Conocer en apelación todas las acciones 
de amparo conocidas por los tribunales 
de justicia. 

•	 Emitir opinión sobre la constitucionalidad 
de los tratados, convenios y proyecto 
de ley, a solicitud de cualquiera de los 
organismos del Estado.

Las resoluciones de la CC son definitivas e 
inapelables y determinan el ámbito de validez 
de todas las actuaciones de los funcionarios 
del Estado.  De acuerdo con el artículo 185 
de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de 
Constitucionalidad: “Las decisiones de la Corte 
de Constitucionalidad vinculan al poder público y 
órganos del Estado y tienen plenos efectos frente 
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1Entre otros el artículo 167 y 168 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad que establecen: ARTICULO 
167. Ejercicio de Funciones. Los Magistrados de la Corte de Constitucionalidad ejercerán sus funciones independientemente 
del órgano o entidad que los designó y conforme a los principios de imparcialidad y dignidad inherentes a su investidura. No 
podrán ser perseguidos por las opiniones expresadas en el ejercicio de su cargo. ARTICULO 168. Inamovilidad. Los Magistra-
dos de la Corte son inamovibles, no podrán ser suspendidos sino en virtud de las causas que se indican en esta ley y gozarán 
de los mismos privilegios e inmunidades que los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia.
2Artículo 151 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad
3El Diario de sesiones de la Asamblea Nacional Constituyente. Tomo Iv Sesión 71 del 30 de abril de 1985,

a todos”.  Por esa razón, las resoluciones de la 
CC muchas veces incomodan al poder político 
porque ponen freno a los abusos del poder, ya 
que muchas veces de toman decisiones políticas 
sin tomar en cuenta el marco jurídico y el respeto 
a los derechos humanos.  

Por ello muchas veces los políticos intentan 
presionar a los magistrados y magistradas de 
la CC o tratan de amedrentarlos por medio de 
denuncias infundadas, campañas de difamación 
o amenazas como se ha observado durante los 
últimos años.  

Integración de la CC

La CC está integrada por cinco magistrados (as) 
titulares y cinco suplementes que son designados 
por cinco órganos distintos:

•	 El Presidente de la República, en consejo 
de Ministros

•	 El Congreso de la República

•	 La Corte Suprema de Justicia

•	 El Consejo Superior Universitario 

•	 El Colegio de Abogados y Notarios en 
Asamblea General Extraordinaria. 

El propósito de este mecanismo es mantener 
un equilibrio en la composición de la CC para 
garantizar su independencia e imparcialidad1, 
sin embargo, con el paso del tiempo este 
mecanismo se ha desvirtuado y en la actualidad 
cada órgano intenta designar magistrados (as) 
afines a sus intereses particulares, sin evaluar 
con objetividad sus capacidades, idoneidad, 
honradez y honorabilidad. Lo cual pone en 

peligro la imparcialidad e independencia del 
tribunal constitucional.

Requisitos para integrar la 
CC

En el Artículo 270 de la Constitución establece 
cuatro requisitos generales para las y los 
aspirantes al cargo:

i.	 Ser guatemalteco de origen

ii.	 Ser abogado colegiado

iii.	Gozar de reconocida honorabilidad  

iv.	Tener por lo menos 15 años de graduación 
profesional2.  

Los aspirantes también deben cumplir con los 
méritos de capacidad, idoneidad, honradez y 
reconocida honorabilidad que se establecen en 
los artículos 113 y 270 de la Constitución.

En el Artículo 152 de la Ley de Amparo se 
establecen algunos requisitos específicos: 
“Deberán ser escogidos preferentemente 
entre personas con experiencia en la función y 
administración pública, magistraturas, ejercicio 
profesional y docencia universitaria, según sea el 
órgano del Estado que lo designe”.

El propósito de la ley es que cada uno de los 
órganos electores seleccionen a candidatos 
y candidatas especializadas en los distintos 
ámbitos de la función pública y académica3.  Sin 
embargo, como se indicó antes, el mecanismo de 
selección se ha desviado y los órganos electores 
no verifican que los aspirantes cumplan con los 
requisitos de especialización ni los valores éticos 
que demanda el cargo.
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4Adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en Milán del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, y confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 
40/32 de 29 de noviembre de 1985 y 40/146 de 13 de diciembre de 1985 
5Aprobados por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas en 2006, Resolución 2006/23.
6Aprobado en la VI CUMBRE IBEROAMERICANA DE PRESIDENTES DE CORTES SUPREMAS Y TRIBUNALES
SUPREMOS DE JUSTICIA, celebrada en Santa Cruz de Tenerife, Canarias, España, los días 23, 24 y 
25 de mayo de 2001.

Procedimiento para la 
elección  

La ley no establece un procedimiento único 
para que los cinco órganos elijan y designen a 
los magistrados y magistradas de la CC, y en la 
práctica cada órgano lo hace a su manera.  Sin 
embargo, los estándares internacionales exigen 
que se establezca un procedimiento adecuado 
para la elección de las altas cortes y que se 
guarden los principios de objetividad, publicidad, 
transparencia, igualdad y participación ciudadana 
en la elección.

Entre los principales instrumentos internacionales 
en esta materia destacan los siguientes:

Principios básicos de las Naciones Unidas 
relativos a la independencia de la judicatura4

•	 Principio 10. Las personas seleccionadas 
para ocupar cargos judiciales serán 
personas íntegras e idóneas y tendrán 
la formación o las calificaciones jurídicas 
apropiadas. Todo método utilizado para la 
selección de personal judicial garantizará 
que éste no sea nombrado por motivos 
indebidos. En la selección de los jueces, 
no se hará discriminación alguna por 
motivo de raza, color, sexo, religión, 
opinión política o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, 
nacimiento o condición; el requisito de 
que los postulantes a cargos judiciales 
sean nacionales del país de que se trate 
no se considerará discriminatorio.

Principios de ética judicial de Bangalore5

•	 Principio 1.3 Un juez no sólo estará 
libre de conexiones inapropiadas con 

los poderes ejecutivo y legislativo y de 
influencias inapropiadas por parte de 
los citados poderes, sino que también 
deberá tener apariencia de ser libre de 
las anteriores a los ojos de un observador 
razonable.

•	 Principio 3: La integridad es esencial para 
el desempeño correcto de las funciones 
jurisdiccionales.

•	 Principio 4: La corrección y la apariencia 
de corrección son esenciales para el 
desempeño de todas las actividades de 
un juez. 

•	 Principio 6: La competencia y la 
diligencia son requisitos previos para 
desempeñar debidamente las funciones 
jurisdiccionales.

Estatuto del Juez Iberoamericano6

•	 Artículo 11. Órgano y procedimiento de 
selección de los jueces.  Los procesos 
de selección y nombramiento deben 
realizarse por medio de órganos 
predeterminados por la ley, que apliquen 
procedimientos también predeterminados 
y públicos, que valoren objetivamente los 
conocimientos y méritos profesionales de 
los aspirantes.

•	 Art. 12. Objetividad en la selección de 
jueces.  Los mecanismos de selección 
deberán adaptarse a las necesidades de 
cada país y estarán orientados, en todo 
caso, a la determinación objetiva de la 
idoneidad de los aspirantes.

•	 Art. 13. Principio de no discriminación 
en la selección de jueces.  En la selección 
de los jueces no se hará discriminación 
alguna por motivo de raza, sexo, religión, 
ideología, origen social, posición 
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7CIDH. Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia. hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia y el 
estado de derecho en las Américas. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 44 5 diciembre 2013
8Cfr. Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, párr. 124; Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro 
y otros) vs. Perú, párr. 128;
9Caso La Cantuta vs. Perú, párr. 173; Caso Boyce y otros vs. Barbados, párr. 78; Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá, párr. 
180; Caso Masacres de Río Negro vs. Guatemala, párr. 262; Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador, 
párr. 318; Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala, párr. 330.
10Cfr. Corte de Constitucionalidad Expediente 1822-2011 Sentencia de 17 de julio de 2012; Expediente 1552-2013 Senten-
cia de 19 de marzo de 2014; Expediente 4708-2012 Sentencia de 24 de abril de 2013; Expediente 2295-2013 Sentencia de 
3 de abril de 2014.

económica u otro que vulnere el derecho a 
la igualdad que ampara a los aspirantes. El 
requisito de nacionalidad del país de que 
se trate no se considerará discriminatorio.

Informes de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos

En el informe sobre Garantías a los y las operadores 
de Justicia, la CIDH indica que los Estados 
están obligados a: “establecer normativamente 
procesos de selección y nombramiento que 
tengan por propósito seleccionar y designar 
a las y los operadores con base en el mérito y 
las capacidades profesionales. Tales procesos 
deben establecer criterios objetivos de 
selección y designación que tengan requisitos 
y procedimientos previsibles para toda persona 
que deseen participar. Asimismo, deben asegurar 
la igualdad y no discriminación en el acceso a las 
funciones públicas y procurar una representación 
adecuada de género, de los grupos étnicos y de 
las minorías en los órganos del Poder Judicial7.

Obligatoriedad de aplicar los 
estándares internacionales

Los estándares internacionales son de carácter 
obligatorio para Guatemala de conformidad con 
la doctrina de control de convencionalidad. Sobre 
este punto, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha establecido que el control de 
convencionalidad: (i) procede “de oficio” por todos 
los  órganos del poder público, los cuales están 
obligados de conformidad con la Convención a 
respetar y garantizar los derechos humanos8;  (ii)  
debe ejercerse dentro del marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales 

correspondientes al ejercicio de las funciones 
publicas, lo que le obliga a aplicar en forma directa 
la Convención Americana y la jurisprudencia 
emanada de la Corte Interamericana de Derechos 
humanos; y iii) debe “velar por el efecto útil de 
los instrumentos internacionales”, tarea que se 
enmarcaría al interior de las dos vertientes de 
medidas que derivan del art. 2º de la CADH, a 
decir: la supresión de normas y prácticas que 
contravengan la Convención, y  la expedición de 
normas y desarrollo de prácticas conducentes a 
la efectiva observancia de dichas garantías9.

La Corte de Constitucionalidad ha reconocido el 
principio de control de convencionalidad a partir 
de los artículos 44, 46 y 149 de la Constitución 
Política de la República que configuran el Bloque 
de Constitucionalidad.  Según la doctrina legal 
de la CC, “el bloque de constitucionalidad 
se refiere a aquellas normas y principios que 
aunque no forman parte del texto formal de la 
Constitución han sido integrados por otras vías a 
la Constitución y que sirven a su vez de medidas 
de control de constitucionalidad de las leyes 
como tal… Su función esencial es la de valerse 
como herramienta de recepción del derecho 
internacional, garantizando la coherencia de 
la legislación interna con los compromisos 
exteriores del Estado y, al mismo tiempo, servir 
de complemento para la garantía de los Derechos 
Humanos en el país”10.

La CC ha establecido que: “dada la figura del 
bloque de constitucionalidad, es de obligada 
observancia lo preceptuado en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y, por 
estar sometidos a la jurisdicción de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos resulta 
obligatoria la observancia de las sentencias 
emitidas por esa Corte IDH, aunque en estas no 
figure el Estado de Guatemala como parte, ya que 
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11Expediente 3340-2013. Sentencia de 18 de diciembre de 2014 y Expediente 1006-2014 26 de noviembre de 2015
12CC. Expediente de Inconstitucionalidad 2143-2014 Sentencia de 13 de junio de 2014. Expediente AMPARO EN ÚNICA IN-
STANCIA (EXPEDIENTES ACUMULADOS) 4639-2014, 4645-2014, 4646-2014 Y 4647-2014. Sentencia 19 de noviembre de 
2014.  Expediente de amparo en única Instancia 1169-2020 Sentencia de 6 de mayo de 2020. 
13CC Expedientes acumulados 2187-2020, 2189-2020 y 2190-2020, sentencia de 24 de julio de 2020
14CC Expedientes acumulados 2187-2020, 2189-2020 y 2190-2020, sentencia de 24 de julio de 2020
15CC. Expedientes acumulados 3300-2018 y 3387-2018.
16CC. Expedientes acumulados 3300-2018 y 3387-2018.
17Naciones Unidas. Comité de Derechos Humanos. Observación General No. 32, CCPR/C/GC/32, 23 de agosto de 2007, párr. 
19. En igual sentido, Naciones Unidas. Asamblea General. Consejo de Derechos Humanos. Informe del Relator Especial sobre la 
independencia de los magistrados y abogados, Leandro Despouy, A/HRC/11/41, 24 de marzo de 2009, párr. 30; e Informe de 
la Relatora Especial sobre la independencia de los
magistrados y abogados, Gabriela Knaul, Misión a México A/HRC/17/30/Add.3, 18 de abril de 2011, párr. 23.
18Corte IDH. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas.
Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197, párr. 73

en ellas se establece la forma de interpretar el 
contenido de las normas de la Convención y su 
alcance”11.

La CC se ha manifestado expresamente 
sobre la aplicación directa de los estándares 
internacionales en materia de derechos humanos 
y elección de altas cortes y ha establecido doctrina 
legal al respecto. Expresamente ha reconocido 
como estándar de observancia obligatoria para 
la selección de altas cortes: “Los Principios de 
Naciones Unidas sobre independencia judicial 
en donde se establece, en el artículo 6.- Las 
personas seleccionadas para ocupar cargos 
judiciales serán personas íntegras e idóneas y 
tendrán la formación o las calificaciones jurídicas 
apropiadas. Todo método utilizado para la 
selección de personal judicial garantizará que 
éste no sea nombrado por motivos indebidos”12.

La CC también ha establecido que los 
instrumentos internacionales en materia de 
independencia judicial forman parte del bloque 
de constitucionalidad, tales como los artículos 
8.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y 14.1 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Político y los Principios de 
Naciones Unidas sobre independencia judicial13.  
Asimismo, ha aplicado directamente la doctrina 
jurisprudencial de la Corte Interamericana de 
Derechos humanos dictada en los siguientes 
casos: Caso Apitz Barbera y otros Vs. Venezuela14, 
Caso López Lone y otros Vs. Honduras , y Caso 
tribunal Constitucional Vs. Perú15.

En síntesis, los estándares internacionales son 
vinculantes y constituyen un mecanismo a priori 
para garantizar un proceso de elección de 

magistrados y magistradas imparcial, público y 
transparente; libre de injerencias indebidas por 
parte de grupos políticos o particulares.  Esto 
es fundamental para preservar la independencia 
judicial de las cortes y el derecho de la ciudadanía 
a ser juzgado por un tribunal objetivo, imparcial e 
independiente.

Principios internacionales 
aplicables a la elección 
magistrados (as) de la CC

Con base en la legislación nacional, los 
estándares internacionales y la jurisprudencia de 
la CC se deben guardar al menos cinco principios 
en proceso para elegir a los magistrados 
y magistradas de la CC: los principios de 
publicidad, objetividad, transparencia, igualdad 
y participación ciudadana.

1.	 Publicidad 

Es importante que todas las actuaciones de los 
órganos electores sean públicas y que se facilite 
la información a los medios de comunicación y 
la ciudadanía.  Se deben publicar con suficiente 
anticipación las convocatorias, el perfil de los 
aspirantes, el procedimiento de selección, los 
plazos y los criterios de evaluación para elegir 
a los magistrados y magistradas titulares y 
suplentes17.  La publicidad del proceso también 
permitirá una participación amplia e igualitaria 
de todas las personas interesadas en aplicar al 
cargo18. 
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19Corte IDH. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio 
de 2009. Serie C No. 197, párr. 72.
20CC. sentencia de seis de mayo de dos mil veinte, emitida en el expediente 1169-2020)
21CIDH. Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia. hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia y el 
estado de derecho en las Américas. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 44 5 diciembre 2013. PARR.82
22Ibid
23CC Expediente 3635-2009, Sentencia del 11 de febrero de 2010
24Expediente 27-2011 Sentencia de   siete de diciembre de dos mil once
25CC Expediente 27-2011Sentencia de 7 de diciembre de 2011. 

2.	 Objetividad  

Desde un inicio cada órgano electoral debe 
establecer la metodología y los criterios para 
evaluar con objetividad las competencias, 
experiencia y ética de los aspirantes.  Los órganos 
electores deben verificar a través de información 
confiable que los aspirantes cumplan con los 
requisitos de capacidad, idoneidad, honradez y 
reconocida honorabilidad que exigen los artículos 
113 y 270 de la Constitución.  Los electores 
deben comprobar que las y los candidatos 
cuenten con las competencias específicas del 
cargo y gocen de la confianza ciudadana con 
base en su experiencia e integridad19.

Es importante establecer una tabla de gradación 
para calificar con objetividad los distintos 
aspectos del perfil del cargo para evitar que se 
tomen decisiones discrecionales o arbitrarias.  
Sobre este punto existe experiencia en Guatemala 
porque las comisiones de postulación para la 
elección de Fiscal General y magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia han utilizado tablas de 
gradación para evaluar a los aspirantes.  

3.	 Transparencia  

La Corte de Constitucionalidad ha señalado que 
el: “El principio de transparencia… constituye 
un mecanismo para contrarrestar las acciones 
tendientes a minar, entre otras, la independencia 
judicial de las autoridades que resulten electas 
y, a su vez, permiten que, aspirantes, electores 
y el conglomerado social, tengan la certeza de 
que el proceso de selección se realizará bajo 
condiciones de igualdad y certeza. Permitir 
que el principio citado informe los procesos 
de selección y designación de las autoridades 
judiciales resulta congruente con el modelo de 

justicia abierta, bajo el que se deben de erigir 
los ordenamientos jurídicos en las sociedades 
democráticas”20.

Para garantizar que la decisión exenta de 
arbitrariedad, se deben realizar:

•	 La lista de candidatos y candidatas para 
magistrados deben ser publicadas en 
diarios de circulación nacional21 para 
garantizar la objeción ciudadana22. 

•	 Las audiencias públicas para la 
elección de candidatos a magistrados o 
magistradas de altas cortes, incluyendo 
entrevistas a los candidatos con el 
objetivo que cada miembro del órgano 
elector tenga la oportunidad de escuchar 
a cada candidato sobre la exposición 
del proyecto de su plan de trabajo y, a 
la vez, formularles los cuestionamientos 
que estimen necesarios.  A su vez, las 
hojas de vida de los candidatos elegibles 
deben ser publicadas, para someterlos al 
escrutinio público. 

•	 Las decisiones del órgano elector debe 
ser razonada a viva voz23, debidamente 
fundamentadas para que toda la 
ciudadanía conozca las motivaciones de 
la designación24. 

En cuanto a la decisión  el órgano elector 
debe asumir una decisión no sólo informada, 
sino también motivada, pues el conjunto de 
actividades como entrevistas, análisis de la 
hoja de vida y cuestionamientos públicos, debe 
dotar, a los electores, de los elementos que 
fundamentaran su decisión  sobre los méritos de 
cada candidato25.  La posibilidad de conocer el 
expediente particular de éstos últimos, su hoja 
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de vida, el proyecto institucional de trabajo   y 
contar también con referencias personales, 
profesionales o de cualquier otra índole acerca 
de cuestiones importantes para calificar la 
personalidad, la trayectoria y la honorabilidad de 
los postulados26. La CC ha destacado la relevancia 
de comentar, discutir y decidir a viva voz sobre 
las razones por las cuales cada aspirante cumple 
o no con los requisitos del cargo.27

4.	 Igualdad y no discriminación

De acuerdo con el artículo 23 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos todas y todos 
los ciudadanos tienen derecho de tener acceso, en 
condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país.  Esto significa que se debe 
garantizar que todas las personas interesadas 
en el cargo puedan participar en igualdad de 
condiciones sin privilegios ni ventajas28.

Con base en lo anterior, los órganos electores 
deben garantizar que en los procedimientos y 
criterios de selección se refleje la diversidad de la 
sociedad guatemalteca y, en particular, lograr que 
los grupos pertenecientes a los pueblos indígenas 
y las mujeres, que tradicionalmente han estado 
excluidos o insuficientemente representados, 
estén adecuadamente incluidos, como una forma 
de garantizar su adecuado acceso a la justicia29.

La importancia de asegurar una adecuada 
representación de las mujeres en los cargos 
públicos ha sido reconocida a nivel internacional, 

entre otros, en instrumentos como la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer30 y la Declaración 
y Plataforma de Acción de Beijin31. Asimismo,  
Alta Comisionada de Derechos Humanos ha 
destacado que  “la única manera de garantizar 
que las perspectivas de la mujer sean tenidas en 
cuenta en la administración de justicia, incluidas 
las sentencias dictadas por tribunales nacionales, 
es contar con la experiencia vital de las propias 
mujeres mediante la designación de juezas que, 
además, representen la diversidad de la sociedad 
y que, por tanto, estén en situación propicia para 
abordar las cuestiones objeto de decisiones 
judiciales con la sensibilidad necesaria”32

En relación a los pueblos indígenas, el Estado 
tiene la obligación de adoptar todas las medidas 
necesarias para garantizar que  sus miembros 
puedan participar, en condiciones de igualdad, 
de forma tal que puedan integrarse a las 
instituciones y órganos estatales y participar de 
manera directa y proporcional a su población en 
la dirección de los asuntos públicos, así como 
hacerlo desde sus propias instituciones y de 
acuerdo a sus valores, usos, costumbres y formas 
de organización, siempre que sean compatibles 
con los derechos consagrados en la CADH33.

5.	 Participación ciudadana

Es importantes garantizar que los procedimientos 
sean abiertos al escrutinio púbico para evitar 
decisiones discrecionales o arbitrarias que pongan 

26CC Expediente 27-2011 Sentencia de siete de diciembre de 2011. 
27CC Expediente 3635-2009 Sentencia 11 de febrero de 2010 / CC Expediente 27-2011
28Corte IDH. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas.
Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197, párr. 73.
29Naciones Unidas. Consejo de Derechos Humanos. Informe de la relatora especial sobre la
independencia de los magistrados y abogados, Gabriela Knaul, A/HRC/17/30, 29 de abril de 2011, párr.49. Ver también 
Naciones Unidas. Consejo de Derechos Humanos. Informe de la Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y 
abogados. A/HRC/20/19, 7 de junio de 2012, párr.53.
304 El artículo 7 b) de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer se reconoce el 
derecho de la mujer a “ejercer todas las funciones públicas en todos los planos gubernamentales”
31Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, Objetivo estratégico G.1, párr. 190 a).
32Declaración de la Sra. Navanethem Pillay, Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, International 
Association of  Women Judges (Asociación Internacional de Juezas), Jubilee Biennial Conference, Seúl, 12 de mayo de 2010. 
Citado en: Naciones Unidas. Consejo de Derechos Humanos. Informe de la Relatora Especial sobre la independencia de los 
magistrados y abogados. A/HRC/20/19, 7 de junio
de 2012, párr. 48.
33Corte IDH, Caso Yatama V. Nicaragua, Sentencia de 23 de junio de 2005, Serie C No. 127.
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en riesgo la imparcialidad e independencia de las 
cortes.  En este sentido, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos ha señalado que “…todo 
proceso de selección debe garantizar los principios 
de publicidad y transparencia, asegurando que el 
proceso sea abierto al escrutinio y participación 
de los sectores sociales34. 

La Corte de Constitucionalidad también ha 
declarado que “se debe asegurar que tales 
procesos no sean realizados o puedan ser 
percibidos por la ciudadanía como decididos con 
base en razones de carácter político afectando 
la convicción de los justiciables en su actuar 
independiente. Para lograr lo anterior, resulta 
indispensable que se cumplan principios tales 
como la difusión previa de las convocatorias, 

plazos y procedimientos; la garantía de acceso 
igualitario e incluyente de las y los candidatos; 
la participación de la sociedad civil y la 
calificación con base en el mérito y capacidades 
profesionales”35.

En suma, es importante que los cinco órganos 
electores sigan un procedimiento similar que 
garantice la publicidad, objetividad, participación 
y transparencia del proceso.  Tal como lo indicó el 
Relator Especial de la ONU sobre Independencia 
Judicial, estos principios contribuyen a tener 
mayor certeza sobre la integridad e idoneidad 
de las y los operadores designados y brindar 
confianza a la ciudadanía sobre la objetividad del 
proceso36.

34Corte IDH. Caso Tribunal Constitucional v. Perú
35CC. Expedientes acumulados 3300-2018 y 3387-2018
36Informe del Relator Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, Leandro Despouy. Adición. Informe pre-
liminar sobre la misión al Ecuador. E/CN.4/2005/60/Add.4, 29 de marzo de 2005, párr. 5; Naciones Unidas. Asamblea General. 
Consejo de Derechos Humanos. Informe del Relator Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, Leandro 
Despouy, A/HRC/11/41, 24 de marzo de 2009, párr. 3


